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EXP. N.. 0261 l -2017-PA/TC
SULLANA
DIANA LADY VALDEZ ROSALES

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DtrL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima. I de octubre de 2018

\J

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Diana Lady Valdez
Rosales contÉ la resolución de fojas 184, de fecha 27 de junio de 2016, expedida por la
Sala Civil de la Cofie Supe o¡ de Justicia de Sullana, que declaró improcedente la
demanda de autos-

¡'Ur\-D^MENTOS

ncia emitida en el Expedieüte 00987-2014-PA7TC, publicada en el diario
El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribu¡al estableció, en el
ento 49, con carácter de prccede¡te, que se expedirá una sentencia

intcrlocutoria denegatoria. dictada sin más trámite, cuando se p¡csentc alguno de ios
siguieDtes supuestos, que también están contenidos en el aficulo 11 del Reglamento
Normativo del T¡ibunal Constitucional:

a) Carezca de fundamentació[ la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cuestión de De¡echo contenida en el recr.¡¡so no sea de especial

trascendencia constitucional.
c) La cuestión de De¡echo invocada contmdiga un precedente del Tribunal

Corstitucional.
d) Se haya decidido de manera desestimato¡ia en casos sustancialmente iguales.

2. En la sentencia emitida en el Expediente 0453 3-2013-PA/TC, publicada el 27 de
cncro de 2015 e11 el portal $,eb institucional, cl 'liibunal Constitucional declaró
improcedente la demanda de amparo. Allí se deja establecido que ia vía procesal
idóüea e igualmente satisfactoria para resolver las pretensiones individuales por
conflictos jurídicos deri\rados de la aplicación de la legislación laboral pública es el
proceso contencioso-administrativo. Este proceso, desde la perspectiva objetiva,
posee una estructura idónea para tutclar los de¡echos relativos al trabajo. Adenrás,
cuenta con medidas cautelares orie¡tadas a suspender los efeclos del acto
reclamado mientras se resuelvan las co¡troversias pendientes de absolución.

J. El prese¡lte caso es sustancialmente igual al resuelto, de manera desestimatoria, en
el Expediente 045 33 -2013 -PA/'I'C. En mé to a que, para resolvcr la co¡tro\ersia,
consistente en el supuesto despido incausado de la accionante de la Municipalidad
Provincial de Talara, luga¡ cn el que supuestamente brindó sus servicios como
asistcntc adl nistrativo desde el 1 de lcbre¡o de 2011 hasta el 3l dc setiembre de
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Declara¡ IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional

MIR{NDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA

EXP. N." 0261t-20 t7-PA/TC
SULLANA
D]ANA LADY VALDEZ ROSALES

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la auto dad que le
conliere la Constitución Política del Peú, el fundamento de voto del magistrado Sardón
de Taboada, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera, convocado
para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del magistrado Feüero Costa, y
con el fundamento dc voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barera, también se agrega,

RESUELVE

2013 mediante contratos de locación de servicios, pcse a que en la práctica, según
alega la recurente, se habria desempeñado en un cargo de naturaleza permanenle,
b¡ind¿rndo servicios dc fonna personal y bajo subordinación, con lo cuai se habría
¿fectado su de¡echo al trabajo y otros, existe u1a vía procesal igualmente
satisfáctoria para proteger los derechos presuntamente amenazados o vulnerados.
Aquello ocurre cuando, en casos como este, el puesto en el que se habria
desempeñado la pañe demandante se encuentra srúeto al régimen iaboral público,
conforme a lo dispuesto por los artículos 37 de la Ley Orgánica de Municipalidades

Ley 279'12 y 123 del ROF de la emplazada. Además, no sc ha acreditado quc
exista riesgo de que se produzca irreparabilidad o la necesidad de lutela urgente
derivada de la relevancia del derecho o de la gravedad de las co[secuencias.

4. La recurrente alega en su escrito de demanda que a la fecha de su cese se
encontraba en estado de gcstación; sobre ei particular, de autos no obran
documentos o añrmaciones que acrediten quc la emplazada haya tomado
conocimiento de ello a través de una comunicación emitida por la actora. Así, no se
advierte que el cese laboral del cual fue objeto la recurrente haya sido debido a su
embarazo.

5. En consccuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 4 sapra, se verifica que
el presente recu¡so de agravio ha incurido en la causal de rcchazo prevista en el
acápite d) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/IC y en el inciso d) del artículo l1 del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta mzón, corresponde declarar, sin más triímite, improcedentc
el recurso dc Jgravio conslilucional.

ESPINOSA-SALDAÑA

Publiquese y notifiquese.

SS.

Lca)
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA

Si bien estoy de acuerdo con el fallo de la seDtencia interlocutoria expedida en autos,
disc.epo de su fundamentación.

En el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en cl Expcdicntc 00987-
2014-PA/TC 

-precedenle 
Vásquez Romero este Tribunal Constitucionai señaló quc

dcbe rcchazarse cl ¡ecurso dc agravio constitucional cuando la cuestión de Derecho que
contiene no sea de especial trascendencia constifucional.

En cste caso, la pafte demandante solicita su reposición en el puesto de trabaJo, por
considerar que fue despedida arbitrariamente. Sin embargo, como he señalado
repetidamente e¡1 mis votos emitidos como magistrado de este Tribunal Constitucional,
considero que nuestra Constitüción no establece un régimen de estabilidad laboral
absoluta.

A mi entender, el derecho al trabajo consag¡ado por el aÍículo 22 de Ia Constitución no
incluyc la rcposición. Como señalé en el voto singular que emiti eD el Expediente
05057-2013-PA/TC, Preccdente Huatuco Huatuco, elderecho al trabajo

dcbc scr cntcDdido como ld posib¡lidad de acceder librcnen¡e ¡il nercado laboral a a
desdrtullar ld dctivi¡ldd econó ¡cd .1ue uno quieru, de tro de las lifites que lo ley
es¡dblece ?ot ruzones de oñen públ¡co. Solo csla intctlrctación es consistenle con las
libert¡dcs dc contratación y trabajo consagradas en el artjculo 2', incisos l4 y l5; la Iibenad
dc cmpresa cst¡blccida en el artículo 59'; y, l3 visión di¡ámica del proceso econóñico
conlenida e¡ el artícr¡lo 61' dc Ia Constitución.

Así, cuando el artículo 27 de la ConstitucióD de 1993 establece que "la ley otorga al
trabajador protección ¿decuada contra el despido arbitrario", se relicre solo a obtener
una indemnización detcminada por la ley.

A mi criterio, cuando la Constitución utilizó el adjcfi'¡o arbitrario, englobó tanto al
dcspido xalo como al in¡ustifcado de los que hablaba el Dccreto Legislativo 728, Lcy
de F'omento del Empleo, de 12 de noviembre de 1991.

Sujeto a la libre voluntad o al capricho a¡tes que a I¡ lcy o a la razón

Indebidamente, la Ley 265 I3 p¡omulgada cu¿ndo ya sc encontraba vigento la actual
Constitución pretendió equiparar e1 dcspido que la Constitución denominó arhitrario
solo a lo que la versión original delDecreto Lcgislativo 728 llamó in¡üsti,ficado

Esto es asi porquc, según el Diccionario dc la Lengua Española, ¿ tbítrario es:
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Semejante operación normativa implicaba afirmar que el despido rrlo no pucde ser
descrito como "sujeto a la libre voluntad o al cap cho antes que a la ley o a la razón", lo
que es evidentemente inaceptable.

Más allá de su deficiente 1ógica, la Ley 26513 tuvo como consecue[cia resucitar la
reposición como medida de protccción frente a u¡ tipo de despido, entregándoles a los
jueces poder para forzar 1a continuidad de una relación de trabajo.

Esta nueva clasificación 
-que 

se mantiene en el Texto Únrco Ordcna<lo del Decreto
Legislativo 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral, aprobado mediante
Decreto Supremo 003-97-TR es inconstitucional.

Lamentable¡nente, este e¡'ror fue ampliado por el T¡ibunal Constitucional mediante los
casos Sindicato Tclefónica (2002) y Llanos Huasco (2003), en los que dispuso que
coirespondia la reposición incluso frente al despido arbitrario.

Al tiempo que extrajo la reposición de la existencia dcl amparo laboral, Llanos Huasco
pretendió quc se distjnguieia entre el despido nulo, el incausado y el f¡audulento. Así,
si no convencia, al menos confundi¡ía.

A mi criterio, Ia proscripciól constitucional de la reposición incluye, ciefamente, a los
trabajadores del Estado sujetos al Decreto Legislativo 276 o a cualquier otro régimen
laboral público.

La Constitución de 1993 cvitó cuidadosamente utilizar el término "estabilidad laboral",
con el que tanto su predecesora dc 1979 como el Decreto Legislativo 2'76, de 24 de
ma¡zo de 1984, se referían a la reposición.

Bl derecho a la rcposición del régimen de la carrera administrativa no sobrevivió, fucs,
a la promulgación de la Constitución el 29 de diciembre dc 1993. No ca¡¡bia las cosas
que hayan tmnscurrido casi veinticinco años sin que algunos se percatcn de ello.

Por tanto, considero quc cl recurso de agravio constitucjonal debe rechazarse porque ¡o
está relacionado con cl contenido constitucionalmentc protegido del derecho invocado.

s.

SARDÓN DE TABOADA

Lo
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FUND^MENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAN-^
BARRERA

Coincido con el sentido de Io resuclto por mis colegas, pero debo hacer algunas

precisiones sobre la aplicación de las causales del precedente "Vásquez Romelo" y su

interacción con las causales de improcedencia del Código Procesal Constitucional, y, en

especial con lo dispuesto en el precedente "Elgo Ríos":

l Uno de los temas que coresponde a este Tribunal ir precisando e¡ su

jurisprudencia es el de la aplicación de la causal d) de la sentencia interlocutoria
denogatoria donde se recoge el supuesto de "casos sustancialmente igr¡ales"

Como he venido señalando en más de un fu¡dame¡to de voto, esta causal de

rechazo implica una fuerte vinculación entre los hechos y las razoles del caso

que se utiliza como relerente y aquel al qüe se prctende aplicar las mismas

consecuencias iuridtcas quc al primero.

2. Ahora bien, en los casos de Derecho laboral público que ha venido resolviendo

el T¡ibunal Constitucional, sc ha instalado la práctica de utilizar como caso

referente la sentencia recaída en el expediente 04533-2013-PA/TC, caso

"Marcapura Aragón". Sin embargo, debo hace¡ notar que encuentro dos

problemas si se insiste en una aplicación sistemática de este criterio, ambos

problemas de orden procesal.

3. El primer problema viene por lo que se entiende por "sustanciálmente igual". La
seltencia "Marcapura Arasón" da cuenta de uDa demanda de amparo interpuesta
por uo trabajador (almacenero) de la Municipalidad Provincial de Cusco que

busca ser reincorporado. Bastan estos datos para condicionar el unive¡so de

casos a los que se puede asimilar este rcforente- Y es que si nos encontramos

antc sifuaciones diferentes, el caso utilizado como refcrencia taúbién debe

cambiar. No se pucde utilizar "Marcapura Aragón" para cualquier caso laboral
público. Con ello, se corre el esgo de quc se deslegitime la decisión tomada; y
no solamente en este caso pues se estaría asumiendo que con u¡a mínima
similitud es suñciente para qüe el Tribulal declare la improcedencia.

4. El segundo problema está referido a la propia solución de "Marcapura Aragón".
Y es que si sc analiza dicha sentencia, se podrá rápidamente evidenciar que se

ostá ante una invocación de la perspectiva objetiva de lo que luego vendria a set

el precedente "Elgo Rios". Es decir, se verifica que existe u¡1 ptoceso con

cstructura idónea ql¡e sería el proccso contencioso administmtivo, con lo cual se

resuelve que dicha via es igüalmente satisfactoria al amparo.

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
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6. Frente a cste escena o, considero que la mejor forma de t¡atar los casos de

Derecho laboral público en una sentencia interlocütoria es la de la propia catrsal

c), que permite al Tribunal hacer una aplicación dirccta del precedente "Elgo

Ríos" para atender las particularidades de la controversia que se preserltai en

lugar de la aplicación indirecta por medio de "MarcapuÉ Aragón". Ello sin

perjuicio de utilizar la causal d) cuando sc tr¿te verdaderamente de casos

sustancialmente iguales, los cuales no impliquen el análisis de la vía igualmente

satisfactoria, o la causal b) cuando se haga referencia a alguna do lás otms

causales de improcedencia previstas en el Código Procesal Constitucional.

7. Aho¡a bien, considero que en este caso en especifico, conesponde la emisión de

una sentencia inteilocutoria en aplicación de la causal c) prevista en el

fimdamento 49 de la sentencia "Vásquez Romero" Ello porque no se ha

considerado 1o establecido por este Tribunal, con caráctel de prccedente, en el

caso "Elgo Rios".

8. En el presente caso, te¡emos que la recu¡rente solicita que se la reincorpore

como asistente administrativa del Area de tesoreda de la municipalidad
Provincial de Talara.

9. Ahora bien, coresponde analizar si lo plalteado contraviene lo previsto en la
sentencia 02383-2013-PA/TC, la cual estableció, con carácter de precedente, que

una vía ordinaia constituyc una via igualmente satisfactoria al procoso de

amparo, si en un caso concreto se demuestra, dc ma¡ela copulativa, el

cumplimiento de los siguientes elementos: i) Que la estmctüa del proceso es

idónea para la tutela del derecho; ii) Que la resolución que se fuera a emitir
pueda brindar tutela adecuada; iii) Que no existe riesgo de que se produzca

ir¡cparabi¡idad; y, iv) Que no existe ¡ecesidad de una tutela ulgente derivada de

la ¡elevancia del de¡echo o de la gravedad de las consecuencias.

EX?. N.' 02611-2017 PA/TC
SULLANA
DIANA LADY VALDEZ ROSALES

5. Sin embargo, se olvida que los crite os del precedente "EIgo Ríos" han sido

pensados para aplicarse caso a caso y no de forma cstática. En otras palabras,

cuando en "Marcaplra Aragón" se dice que existe una vía igualmente

satisfactoria, ello es válido para ese caso en concreto, y no para todos los casos.

Al aplicarse la causal d) a "Marcapura Aragón", se genera un efecto petrificador

en la jurispmdencia que liberaria al juez del análisis caso a caso y lo obligaria a

aplicar una regla ñja, referida a que el proceso contcncioso administrativo

siempre, y para todos los casos, sería una via igualmente satisfactoria. Dso l-s

desnaturaliza¡ un precede¡te dcl Tribunal CoDstitucional, alternativa

absolutamente inadmisible. Un Tribunal como o1 nuestro no puede acordar algo,

sobre todo con carácter dc precedente, para de inmediato desconocerlo

Evidentemente, no puedo estar de acuerdo con ese eróneo razonamiento.
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l0.ED este caso, desde üna perspecriva objetiva. .tenemos que el proceso

contencioso administrativo, regulado por el Texto Unrco Ordenado de la Ley
27584, cuenta con uoa estructura idónea para acoger la pretensióÍ del

demandante y darle futela adecuada. En efecto, el presente caso consiste en que

se reincorpore a la recurente como asistente administrativa del Area de teso¡e¡ía

de la municipalidad Provincial de Talara. Así, teneños que el prcceso

contencioso administrativo ha sido diseñado de manera que pemite vcntilar
preteNiones como la planteada por el dema[dante en el presente caso, tal como
está prcvjsto por el articulo 5.2 del Texto ú¡ico Ordenado de la citada Ley.

11. Por otro lado, átendiendo a una perspectiva subjetiva, en el caso de autos no se

ha acreditado un riesgo de ineparabilidad del derecho en caso se transite la via
ordinaria. De igual manera, tampoco se verilica la necesidad de tutela urgente

derivada de la ¡elevancia del derecho en cuestión o de la gravedad del daño que

podria ocurrir.

12. Ahora bien, atendiendo a que la demanda de autos fue inte¡puesta con

alterioridad a Ia publicación de la sente¡cia emitida en el Expediente 02383-
2013-PA/TC en el diario oficial ¿l Peruano, cooesponde habilitar el plazo para
que en la via ordinaria la parte demandante pueda solicitar, si así lo estima
pefiinente, el reclamo dc sus derechos presuntamelte lulnerados, conforme se

dispone en los fundamentos l8 a 20 de Ia precitada sentencia.

13. Por lo expuesto, corresponde que el presente recurso de agravio constitucional
sea declarado IMPROCEDENTE. Ello porque en ei caso concreto existe una
via igxalmente satisfactoria, que es el proceso contencioso administrativo.
Asimismo, corresponde habilita¡ cl plazo para que eD la via ordinaria la pate
demandante pueda demandar, si asi Io estima pertinente, el rcclamo de sus

derechos presuntamente vulnerados, confome se dispone en los fundamentos l8
a 20 de la Sentencia 02383-2013-PA/TC.

s
(
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRA.DO FERRERO COSTA

Con la polestad que mc otorga Ia Comtitución, y con el mayor respeto por la ponencia

de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establccido en la Sentencia 00987 '2014-PNTC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

| ililililril ilril I llrill
EXP. N." 026t l-20 t7-PA/TC
SULLANA
DIANA LADY VALDEZ ROSALES

EL TRIBuNAL CoNSTrrucloNAL coMo coRTf, DE REvIsróN o nALLo Y No DE

CASACIÓN

2. La Ley Fundamental dc 1979 estableció que el Tribunal de Ga¡antías
Constitucionales era ur órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el telfitorio nacional para conocer, en vía de casdciófi, delos habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, 1o que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para fallar en forma definitiva sobre la causa. Es

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados oomo amenaza o lesión a los
de¡echos reconocidos en la Constitución.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del T¡ibunal de Ga¡antías
Constitr.lcionales, vigente en ese momento, estableció, en sus afiículos 42 al46, que

dicho órga[o, al e¡cont¡ar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma e¡rada o ha incurido en graves vicios procesales en la

tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar Ia deliciencia, devoive¡á los actuados a la Corte Suprema de Jrjsticia de la
República (rconvio) para que emita nuevo fallo sigL¡iendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

,1. El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuaho, a sabet, habeas corpus, afnpato, hdbeas datLt

y acció¡ de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitt¡cional
como órgano de control de la constitucionalidad! aun cuando la Constitución lo
califica e óneamente como "órgano de cont¡ol de la Constitución". No obstante, en

W4

1. La Constitución de 1979 creó el T¡ibunal de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 co¡virtió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuest¡a historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad hoc, independiente del Poder

Judicial, con la tarea dc garantizar la sl¡premacía constitucional y Ia vigencia plena

de los derechos fundamentales.
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materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el

l'rihunal Colrstitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,

prescribe que coresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
definitira fuslancia, las resoluciones denegatorias dictadas en los ptocesos de

hebeas corpus, amparo, habeas data y acción de cumplimienÍo". Esta disposición
constitucional, desde una posición de ñanca tutela de los derechos fundamentales,

exige que el 'lribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa

cont¡avendria mandatos esenciales de la Co¡Ntitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fu1 supremo de Ia

sociedad y del Estado (artículo 1), y "la observdncia del debido proceso y tulela

iurísdiccional. Ninguna persorul puede ser desviada de la iutisdicc¡ón
predetetminado por la ley, ni sometid.1.t procedimierúo distinto de los preriamente

establecidos, ni.juzgada pol' órgdnos jurisdiccionales de excepción ni por
com¡siones especiales creadas al efecto cudlquíerd sed su denotuinación",
consagrada en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a dil'erencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el

acceso a la última instancia constitucional ticnc lugar por la vía del cerliorari
(Suprema Cofle de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por

un órgano supremo de intelpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo

en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obteoido una

protecciól de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que

está cn discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abrir la via correspondiente para que el Tribu¡ral Constitucional pueda

pronunciarsc. Pero la apertua dc esta vía solo se produce si se permite al
peticiona¡te colaborar con los jueces constitucionales media¡lte un pomenorizado
.rnilisis dc lo que .e preter)dc. dc lo qu( (e in\ oc.r.

7. Lo constitucional es escuchar a la paúe como concretización de su derecho

irre¡r.urciable a la defensa; además, un Tdbunal Constitucional constituye el más

éfectivo medio de defensa <le los derechos fundamentales frente a los poderes

públicos y privados. lo cual evidencia el l unfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

[L DERECHo A sER oiDo coMo MANITESIACIóN DE LA DE:IIoCRATIZACIÓN DE Los
ItRocEsos Co*_STITUCIoNALES 1)Ii LA LIBERT,\D

[ ilil[illlltlllilil lllll
EXP. N." 0261 1-2017-PA/TC
SULLANA
DIANA LADY VALDEZ ROSALES

trvl

8. La administración de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, es rcspetuosa, como coresponde, del derecho de
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación prima¡ia es el de¡echo a ser

oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

detcrmine¡ sus derechos, intereses y obligaciones

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una ¡esolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con Ia defensa, la cual, sólo es

e1'ectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y

oral, los arglunentos pertinentes, concretiíndose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sob¡c la intervención de las partes, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia coNtitüye una manifestación del poder que el

Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

bri¡da con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que

incluye el derecho a ser oído con las debidas gamntías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa dc sus intereses,

que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que

democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobrc la esfera de interés de

una peÉorra sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que re§L¡ltaría

excluyente y antidemocrático. Además, el T bunal Constitucional tiene el deber

ineludible de oplimizar, en cada caso concreto, Ias lazones, los motivos y los

argumentos que justifican sus decisio¡es, porr¡ue el Tribunal Comtitucional se

legilima no por ser un tribunal de justicia, siilo por la justicia de sus razones, por

expresar de modo suñciente las ¡azones de de¡echo y de hecho relevantes en cada

caso que resuelve.

12. En ese sentido, Ia Corte Interame cana de Derechos Humanos ha establecido que el

derecho de defensa "obliga al Estado a tr.ttar dl ikdiriduo en todo mo ento como

ufi wtdadero sujeto del proceso, en el más dñpl¡o sentido de este concepto, y no

simplemenle como objeto del mismo"t,y qJle "para que exísta debido proceso legal
es preciso que n jusÍiciable pueda hacer valet sus derechos y defender sus

intereses en forña efecliNa y en condiciones de igualdad procesal con otros

lurltcl0Dtcs

I Cofte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009,
pánafo 29.

'Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,

sentencia del21 dejunio de 2002, pánafo 146.
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NATURALEZA PRoCISAL Df,L RECURSO DE AGRAVIO CONSTITUCIONAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser

desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su inté¡prete suPremo! pero no su refomado¡, toda

vez que como órgano constituido también está sometido a Ia Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad Ia denominada

"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el Tribünal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recaliftcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conlbrmidad con los articulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el

T bimal Constitucional no "concede" el reculso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del

[aAC y pronu¡ciarse sobre e] fondo. Po¡ ende, no Ie ha sido dada la competencia de

¡echazar dicho recurco, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega

como un agrar io que le causa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contelido, en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justiñcado y concretado en supuestos específicos, a saber,

identilicar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deñnirlo, ni justiñcarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podda
afectar, cntre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestació[ de ser

oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentcs de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes

tcndrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su

respecliva demanda.

17. Por lo demás, mzrfatis tfiutandis. el precedente vinculante contenido en Ia Sentencia

00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucioral er otros
I¡llos, como en ei caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/1C). Del mismo modo, constiluye una reañmación de la ratüaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa.

vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de

una natumleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del tecurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y teparar los derechos fundamentales de los

agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiericia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, eü tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando ¡o encuentmn justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable

solo le queda el camino de la jurisdicció¡ intemacional de protección de derechos

humanos.

20. Como aiinnó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, ál mismo
tiempo, una defensa lotal de la Constitución, pues si toda garantia constitucional
entraña el acceso a la p¡estación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho

está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta op mida o

envilecida sin la protección judicial auténtica".

FERRERO COSTA wil{w l
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